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Subasta Núm.  
2016-001 

Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, 
la Juez Colom García y la Juez Cortés González      

 

Vizcarrondo Irizarry, Juez Ponente 

 
SENTENCIA   

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016 

 Comparece Data@ccess Communications, Inc. 

(Data@ccess) y solicita, mediante recurso de revisión de 

decisión administrativa, la revocación de la adjudicación de la 

Subasta Número 2016-001 Infraestructura de Telefonía IP para 

el CRIM Oficina Central y Oficinas Regionales y Solución de 

Seguridad Lógica.   

Por los fundamentos que exponemos a continuación, 

CONFIRMAMOS la determinación recurrida.  Veamos. 

I 

 El Centro de Recaudación de Ingresos Municipales (CRIM) 

le notificó a Data@ccess, el 29 de abril de 2016, el Informe de 

Adjudicación II (Subasta 2016-001 Infraestructura de Telefonía 

IP para el CRIM Oficina Central y Oficinas Regionales y Solución 

de Seguridad Lógica) que adjudicó la subasta a Co. Cortelco.  De 
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los licitadores participantes que cumplieron con los requisitos 

necesarios para participar en la subasta fueron: Cortelco, 

Openlink PR y Data@ccess.  Data@access fue la licitadora más 

económica con una oferta de $573,545 y Cortelco ofreció el 

precio más alto, $726,015.58. 

 El Informe de Adjudicación II señala que la Junta de 

Subasta decidió unánimemente adjudicarle la subasta a Cortelco, 

por recomendación del Comité Técnico.  Además, señaló que a 

pesar de que Cortelco ofreció una oferta más alta, esta era la 

licitadora que cumplía con la mayor cantidad de requisitos y 

proveía una solución más comprensiva y técnicamente efectiva, 

que garantizaba el éxito del proyecto.  No conforme con la 

determinación, Data@ccess presentó una solicitud de 

reconsideración que no fue acogida. 

Inconforme, Data@ccess presentó ante nosotros una 

Solicitud de Auxilio de Jurisdicción1 y el presente recurso de 

revisión de decisión administrativa.  En su recurso de revisión, 

aduce como señalamientos de error los siguientes: 

Erró el Director Ejecutivo del CRIM Lcdo. Víctor 

Falcón Dávila, CPA, al no dejar sin efecto la 
adjudicación de la subasta y adjudicar la subasta al 

mejor postor por ser la adjudicación de la subasta 
contraria a la reglamentación y Legislación vigente. 

 
Erró el Director Ejecutivo del CRIM, Hon. Víctor 

Falcón Dávila, CPA al rechazar de plano la solicitud 
de reconsideración oportunamente presentada por la 

parte recurrente. 

 
Erró el Director Ejecutivo del CRIM y la 

Honorable Junta de Subastas del CRIM en su 
producción de un nuevo Informe de Adjudicación que 

señala, faltando gravemente a la verdad fáctica, 
deficiencias de la aquí recurrente en cuanto a sus 

capacidades técnicas y cumplimiento con las 
necesidades del CRIM, cuando de la propia propuesta 

                                                 
1 En cuanto al auxilio de jurisdicción, el 6 de julio de 2016 emitimos una 

resolución a los efectos de paralizar todo proceso administrativo relacionado a 

la adjudicación de la subasta que se impugna en el presente recurso y 

ordenamos al CRIM de abstenerse de adjudicar contrato alguno relacionado 

hasta que este Tribunal dispusiera de otra cosa.  
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notificada por la parte recurrente se desprende el 

alto grado de peritaje técnico de ésta y su 
cumplimiento con los requisitos y necesidades de 

telefonía del CRIM.  
 

II 

Adjudicación de las Subastas y el Reglamento del CRIM 

La adjudicación de las subastas gubernamentales acarrea 

el desembolso de fondos del erario, por lo que estos 

procedimientos están revestidos de un gran interés público y 

aspiran a promover una sana administración pública. En atención 

a ello, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha resuelto que la 

normativa que regula las subastas busca proteger los intereses 

del pueblo, al procurar los precios más económicos, evitar el 

favoritismo, la corrupción, el dispendio, la prevaricación, la 

extravagancia y el descuido, al otorgarse los contratos, y 

minimizar los riesgos de incumplimiento. Justiniano v. E.L.A., 

100 DPR 334, 338 (1971); A.E.E. v. Maxon, 163 DPR 434, 438-

439 (2004); Empresas Toledo v. Junta, 168 DPR 771, 778-779 

(2006).     

Los procedimientos de subastas en Puerto Rico no están 

regulados por una ley especial general. La Sección 3.19 de la Ley 

de Procedimiento Administrativo Uniforme, Ley Núm. 170 de 12 

de agosto de 1988, según enmendada, 3 L.P.R.A. sec. 2169, 

expresamente dispone que los procedimientos de adjudicación 

de subastas son procedimientos informales y que tanto su 

reglamentación como sus términos se establecerán por las 

agencias. Por consiguiente, con excepción de las etapas de 

reconsideración y revisión judicial, que son objeto de regulación 

particular en la LPAU, las agencias gubernamentales, como 

entidades con el conocimiento especializado, son las llamadas a 

adoptar las normas a seguir en sus propios procedimientos de 
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adjudicación de subastas. 3 L.P.R.A. secs. 2151 y 2172; Perfect 

Cleaning v. Centro Cardiovascular, 162 DPR 745, 757 (2004); 

Caribbean Communication v. Pol. de P.R., 176 DPR 978 (2009); 

Empresas Toledo v. Junta, supra,  a las págs. 779-780. 

Lo dicho implica que las agencias gozan de amplia 

discreción en la evaluación de las distintas propuestas sometidas 

en la licitación de bienes y servicios. Así, se ha admitido que la 

selección de un proveedor sobre otros puede acarrear decisiones 

que descansen, no en criterios estrictamente matemáticos, sino 

en una valoración de los recursos específicos con que este 

cuenta para cumplir el contrato que le sea adjudicado, a la luz 

de las necesidades presentes y futuras de la agencia. A.E.E. v. 

Maxon, supra, a la pág. 439. Esta norma fue reiterada en 

Empresas Toledo v. Junta, supra, a la pág. 779. El Tribunal 

Supremo expresó en esta última opinión que “un organismo 

gubernamental está facultado para rechazar la licitación más 

baja en todas aquellas ocasiones en que estime que los servicios 

técnicos, probabilidad de realizar la obra de forma satisfactoria y 

dentro del tiempo acordado, materiales, etc., que ofrezca un 

postor más alto, corresponde a sus mejores intereses. Claro 

está, la agencia tiene discreción de rechazar la oferta más baja 

por una más alta, siempre y cuando esta determinación no esté 

viciada por fraude o sea claramente irrazonable.” Id. En esta 

misma opinión el Alto Foro también reiteró que las agencias, con 

su vasta experiencia y especialización, se encuentran, de 

ordinario, en mejor posición que los tribunales “para determinar 

el mejor licitador tomando en consideración los factores 

esgrimidos tanto por la ley como su Reglamento de Subastas”. 

Id., a la pág. 783.     
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En virtud de su ley habilitadora, Ley Núm. 80 del 30 de 

agosto de 1991, según enmendada, el CRIM aprobó el 

Reglamento de Compras de Centro de Recaudación de Ingresos 

Municipales (CRIM) de 2012, Reglamento Núm. 83422 del 22 de 

abril de 2013.  El referido Reglamento se aprobó con el propósito 

de establecer las normas y procedimientos a seguir por el CRIM 

para la adquisición de equipo, materiales, artículos y servicios no 

profesionales.  Específicamente, este Reglamento establece en 

cuanto a la adjudicación de la Subasta lo siguiente: 

e. Adjudicación de Subasta 
1) Ley de Preferencia 

Para la adjudicación de subasta, se 
considerarán las disposiciones de la Ley Núm. 42 de 

5 de agosto de 1989 y la Ley Núm. 109 de 12 de 
julio de 1985, las cuales establecen cierta 

preferencia en las compras de mercadería, 
provisiones, suministros, equipo y materiales 

producidos, manufacturados o ensamblados en 
Puerto Rico. También se considerarán las 

disposiciones de la Ley Núm. 70 de 18 de septiembre 
de 1992, según enmendada en cuanto a preferencias 

a productos reciclados. Dicha preferencia deberá ser 

reclamada por los licitadores, mediante la 
correspondiente identificación, la cual se hará 

constar en la invitación a subasta. 
2) Postor más bajo 

Sujeto a lo que más adelante se dispone, la 
adjudicación de subastas se hará al postor más bajo, 

tomando en consideración, además de los anteriores 
requisitos, factores tales como: las especificaciones 

sometidas, los descuentos ofrecidos por pronto pago, 
su responsabilidad económica, el tiempo de entrega 

o ejecución que se ofrezca y las experiencias 
obtenidas con los licitadores en contratos anteriores, 

en cuanto a cumplir con los términos de los 
contratos. 

3) Rechazo de oferta más baja 

La Junta podrá rechazar la oferta más baja en 
precio en los siguientes casos: 

a. Cuando tenga conocimiento y exista 
evidencia de que el licitador que hace la oferta no ha 

dado atención y cumplimiento satisfactorio a 
contratos que le hayan sido otorgados anteriormente 

por cualquier dependencia del Gobierno de Puerto 
Rico o por el mismo CRIM. 

b. Cuando la oferta no cumpla con las 
especificaciones, requisitos y términos de la subasta. 

                                                 
2 Este Reglamento anuló el Reglamento Núm. 6951. 
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c. Cuando se trata de la adquisición de 

bienes o servicios de alto contenido técnico y 
sofisticación, donde la decisión del CRIM no 

necesariamente descansará en criterios 
estrictamente matemáticos, sino en una valoración 

de la tecnología y de los recursos humanos ofrecidos 
a la luz de sus necesidades. 

d. Cuando existan otras consideraciones de 
orden público, como los servicios o productos 

técnicos, la probabilidad de realizar la obra de 
manera más eficiente y dentro del tiempo acordado, 

y los materiales, entre otros, que ofrezca un postor 
cuya propuesta no es la más económica, si ello 

corresponde a los mejores intereses del CRIM. 
En todos estos casos, la determinación deberá 

ser razonable y estar bien fundamentada. 

 

Artículo 6 inciso e del Reglamento Núm. 8342. 

La función revisora y la deferencia judicial 

La función revisora de este foro apelativo con respecto a 

las determinaciones de las agencias administrativas es de 

carácter limitado. Sus decisiones merecen nuestra mayor 

deferencia judicial, sobre todo cuando es la agencia la que tiene 

la especialización necesaria para atender situaciones particulares 

sobre las cuales la ley les confiere jurisdicción.  Misión Industrial 

v. Junta de Planificación, 142 DPR 656, 672 (1997).  

El criterio rector para los tribunales, al revisar una decisión 

administrativa, será la razonabilidad en la actuación de la 

agencia.   Quien impugna las determinaciones de la agencia 

tiene el deber insoslayable, para  prevalecer, de presentar ante 

el foro judicial la evidencia necesaria que permita, como cuestión 

de derecho, descartar la presunción de corrección de la 

determinación administrativa.  Camacho Torres v. AAFET, 168 

DPR 66 (2006).  En ausencia de tal prueba, las determinaciones 

de hecho de la agencia deben ser sostenidas.  Domínguez v. 

Caguas Expressway Motors, 148 DPR 387 (1999).  O sea, el 

peso de la prueba descansa sobre la parte que impugna la 
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determinación administrativa.  Com. Vec. Pro-Mej., Inc. v. J.P., 

147 DPR 150 (1999).        

De otra parte, las conclusiones de derecho serán revisables 

en todos sus aspectos.  3 L.P.R.A. sec. 2175; P.R.T.C. v. J. Reg. 

Tel. de P.R., 151 DPR 269 (2000); Reyes Salcedo v. Policía de 

P.R., 143 DPR 85 (1997). Esto no significa que los tribunales, al 

ejercer su función revisora, puedan descartar libremente las 

conclusiones e interpretaciones de la agencia, sustituyendo el 

criterio de ésta por el propio.  Martínez v. Rosado, 165 DPR 582 

(2005); P.R.T.C. v. J. Reg. Tel. de P.R., supra.  Por tanto, las 

conclusiones de derecho del organismo administrativo deberán 

ser sostenidas por los tribunales en la medida que éstas se 

ajusten al mandato de ley.  Id.  Incluso, en casos marginales o 

dudosos, la interpretación de un estatuto por la agencia 

encargada de velar por su cumplimiento merece deferencia 

sustancial, aun cuando dicha interpretación no sea la única 

razonable.  Martínez v. Rosado, supra; P.R.T.C. v. J. Reg. Tel. de 

P.R., supra; De Jesús v. Depto. Servicios Sociales, 123 DPR 407 

(1989).       

La revisión judicial de una decisión administrativa se 

circunscribe a determinar: (1) si el remedio concedido por la 

agencia fue apropiado; (2) si las determinaciones de hechos de 

la agencia están sostenidas por evidencia sustancial que obra en 

el expediente administrativo; y (3) si las conclusiones de 

derecho fueron correctas.  Pacheco v. Estancias, 160 DPR 409 

(2003). Nos corresponde determinar si la agencia actuó 

arbitraria o ilegalmente o de manera tan irrazonable que su 

actuación constituyó un abuso de discreción.  Rivera Concepción 

v. ARPE, 152 DPR 116 (2000); Fac. C. Soc. Aplicadas, Inc. v. 

C.E.S., 133 DPR 521 (1993). 
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III 

 La parte recurrente, Data@ccess, sostiene como error que 

incidió el CRIM al rechazar su solicitud de reconsideración y al 

sostener la subasta.  Alega que no la adjudicó al mejor postor y 

que esta fue contraria a la reglamentación vigente.  Arguye que 

ellos fueron la oferta más baja y cumplieron con los requisitos 

neurálgicos, ofreciendo soluciones técnicas y apropiadas a las 

necesidades del CRIM.  Alega también que el informe de 

adjudicación señala, erróneamente, unas deficiencias de 

Data@ccess sobre su capacidad técnica y su cumplimiento con 

las necesidades del CRIM.  Sostiene que de su propuesta se 

desprende su peritaje técnico y el cumplimiento de los 

requisitos.  No tiene la razón. 

 Conforme al derecho antes resumido la Junta puede 

rechazar la oferta más baja en precio cuando, entre otros 

casos,: la oferta no cumpla con las especificaciones requisitos y 

términos de la subasta; cuando se trata de la adquisición de 

bienes o servicios de alto contenido técnico y sofisticación, 

donde la decisión del CRIM no necesariamente descansará en 

criterios estrictamente matemáticos, sino en una valoración de la 

tecnología y de los recursos humanos ofrecidos a la luz de sus 

necesidades; y cuando existan otras consideraciones de orden 

público que ofrezca un postor cuya propuesta no es la más 

económica, si ello corresponde a los mejores intereses del CRIM. 

 En este caso el Comité Técnico que participó en la 

evaluación de la subasta, realizó un análisis de las Partidas de 

Telefonía de Voz IP y Solución de Seguridad Lógica.  Conforme a 

la adjudicación, según el Comité Técnico, en la partida sobre 

Telefonía de Voz IP, Data@ccess no cumplió con 13 de 15 

requisitos.  Realizado un exhaustivo análisis de los alegados 13 
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incumplimientos e interpretando la información de una manera 

más favorable para la parte recurrente, sostenemos que 

Data@acces, en efecto, no cumplió con 6 de estos requisitos: la 

solución debe proveer soporte de cliente unificado “voice video 

and chat” sin necesidad de vpn; proveer la funcionalidad de 

“callback in queue” como función nativa o en script; la 

responsabilidad del suplidor de la redefinición de 

direccionamiento IP; que la solución sea centralizada en el 

Centro de Cómputos del CRIM; y que los teléfonos de 

conferencia fueren de la misma marca del cuadro.  Esto es, de 

los documentos que surgen del expediente, Data@ccess no logró 

demostrar que con su propuesta cumpliera con 6 de los criterios 

de la categoría de Partidas de Telefonía.  Estos criterios son 

suficientes para concluir que Data@access no cumplió 

sustancialmente con las especificaciones de la subasta, en el 

Renglón de Partidas de Telefonía de Voz IP.   

En lo que respecta al segundo reglón sobre Solución de 

Seguridad Lógica, el Comité Técnico determinó que Data@ccess 

no cumplió con 2 renglones y que cumplió parcialmente con 8 y 

completamente con 1.  Sobre tal análisis del Comité, diferimos 

en cuanto a uno de los renglones y coincidimos con los 

restantes.  Esto es, aun interpretando de manera favorable el 

argumento sostenido por Data@ccess -en cuanto a que su 

propuesta permite la inspección y bloqueo del tráfico proveniente 

de diferentes países- y sosteniendo así que cumplió con el 

renglón 2 de Solución de Seguridad Lógica, contrario a lo que 

entendió el Comité; tal diferencia en la apreciación no demuestra 

que en efecto haya cumplido con los requisitos restantes. 

De los documentos examinados se desprende que, a pesar 

de que Data@ccess ofreció el precio más bajo, no cumplió con 
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varios requisitos, especificaciones y términos de la evaluación de 

la subasta.  Por lo que, la determinación de no adjudicarle la 

subasta a este licitador es razonable.  Además, de que en este 

caso se trata de la adquisición de bienes o servicios de alto 

contenido técnico y sofisticación, donde la decisión del CRIM no 

necesariamente descansará en criterios estrictamente 

matemáticos, sino en una valoración de la tecnología y de los 

recursos humanos ofrecidos a la luz de sus necesidades.  Por lo 

que el CRIM estaba facultada, mediante su propio reglamento, a 

rechazar la oferta más baja. 

La parte compareciente no ha demostrado que la 

determinación administrativa haya errado en derecho; que la 

agencia haya actuado de manera arbitraria o ilegalmente o de 

forma tan irrazonable que su actuación constituyera un abuso de 

discreción. 

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, CONFIRMAMOS la 

adjudicación de la subasta recurrida. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 

 
Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
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